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“[…] [E]l sujeto que se encuentra siendo disciplinado deberá ser investigado por el funcionario competente, bajo los presupuestos legales que determine la referida ley, así como no ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes a la conducta que le está siendo imputada. […] Lo expuesto anteriormente son los requisitos necesarios que debe cumplir la autoridad sancionatoria a la hora de emitir un fallo disciplinario, con el fin de evitar una vulneración al debido proceso, dentro de los cuales registra la posibilidad de que el disciplinado pueda controvertir mediante recursos y actuaciones todas las decisiones que se presenten a lo largo del proceso. […] La determinación de los elementos de la responsabilidad disciplinaria tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, en cada caso concreto debe surgir de las pruebas que obren en el expediente disciplinario, lo cual, como lo ha señalado la Sala Plena Contenciosa del Consejo de Estado hace parte del control integral del acto administrativo disciplinario que debe realizar el juez contencioso administrativo. […] [E]l respeto a las reglas sustanciales disciplinarias en materia probatoria -con las cuales en el caso concreto se determina si la conducta es típica, antijurídica y culpable-, implica el cumplimiento de tres (3) requisitos fundamentales, en estricto orden: 1) los elementos probatorios permitidos, 2) el régimen de análisis y 3) los niveles de certeza establecidos por el legislador, para acreditar los factores que constituyen la responsabilidad. En atención a la norma trascrita, son considerados como medios de prueba válidos: 1) la confesión, 2) el testimonio, 3) la peritación, 4) la inspección o visita especial, 5) los documentos, y 6) cualquier otro medio técnico científico que no viole el ordenamiento jurídico, y expresamente hizo referencia a los indicios para excluirlos de esta lista y darles la connotación de simples herramientas a tener “en cuenta al momento de apreciar las pruebas”.[…] [E]l sistema de la sana crítica o persuasión racional -a diferencia de otros sistemas de valoración probatoria, obliga al juzgador a establecer por sí mismo el valor de las pruebas con base en las reglas de la lógica, la ciencia y la experiencia. Estas reglas son las que debe tener en cuenta el operador disciplinario y contribuyen para que las conclusiones a las cuales arribe sobre el valor o contenido de la prueba sean legalmente válidas, pues impiden que aquel razone a voluntad, discrecionalmente, arbitrariamente, de manera contra evidente o dé un alcance y extensión a la prueba que no se desprenda de ella. […] [E]s necesario poner de presente que esta Corporación solo debe declarar la nulidad de los fallos disciplinarios cuando encuentre que se vulneró el derecho al debido proceso o bien porque se omitió realizar una valoración probatoria, o porque la realizada en los mismos es manifiestamente contraria a la realidad procesal, o no es razonable. […] [E]n materia disciplinaria está proscrita toda forma de responsabilidad objetiva y las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa.”     NOTA DE RELATORIA: Sobre la determinación de los elementos de la responsabilidad disciplinaria y su prueba, Consejo de Estado, Sala Plena, sentencia de 9 de agosto de 2016,  MP. Dr. William Hernández Gómez (E), Exp. 2011-00316-00, Actor: Piedad Esneda Córdoba Ruíz.  Sobre las reglas del régimen probatorio disciplinario, Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia de 6 de octubre de 2016, Exp. 2012-00681-00, MP.  Sandra Lisset Ibarra Vélez, Actor: Piedad Esneda Córdoba Ruiz.
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION SEGUNDA
SUBSECCION “B”
Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VELEZ
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Referencia: ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO LEY 1437 DE 2011.
El proceso de la referencia viene con informe de la Secretaria de fecha 27 de abril de 2018
 y cumplido el trámite previsto en el artículo 247 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
, procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor JUAN CARLOS SAAVEDRA VARGAS mediante apoderado, contra la sentencia de 2 de febrero de 2017 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Segunda - Subsección “B”
, que negó las pretensiones de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho. 

I. ANTECEDENTES

1.2 La demanda y sus fundamentos
.

En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho consagrado en el artículo 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
, el señor Juan Carlos Saavedra Vargas, a través de apoderado, solicitó la nulidad de: i) los fallos disciplinarios de 3 de abril de 2014
 y 22 de mayo de 2014
 proferidos por el Jefe Oficina Control Disciplinario Interno MEBUC y el Inspector Delegado Regional 5 de la Policía Nacional respectivamente, a través de los cuales fue destituido e inhabilitado por el término de diez (10) años para ejercer cargos públicos y, ii) la Resolución 02660 del 7 de julio de 2014
 proferida por el Director General de la Policía Nacional mediante la cual se ejecutó la sanción impuesta.

Como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del derecho, el demandante solicitó condenar a la: 1) entidad demandada a: i) el reintegro al servicio de la Policía Nacional en el mismo grado de sus compañeros de curso o de superior categoría al que ostentaba al momento de su retiro, ii) reconocer y pagar sin solución de continuidad todas las sumas correspondientes a salarios y prestaciones sociales económicas debidamente indexadas, dejadas de percibir desde el momento del retiro de la institución, hasta el reintegro efectivo
 y, iii) el pago de las costas y agencias en derecho, 2) Inspección General de la Policía Nacional a levantar los antecedentes disciplinarios registrados en el SIJUR
, 3) División de Registro y Control - Sección Providencias- de la Procuraduría General de la Nación, a excluir del Sistema SIRI los antecedentes disciplinarios. 

La Sala se permite realizar un resumen de la situación fáctica presentada por el apoderado del demandante, así: 

Indicó el apoderado, que el demandante ingresó a la Policía Nacional el 5 de febrero de 2004 en el cargo de Patrullero del Nivel Ejecutivo de la entidad mencionada, mediante Resolución 00666 del 8 de marzo de 2005 expedida por el Director General de la Policía Nacional
.

Manifestó que mediante Oficio S-2012-1172 del 31 de julio de 2012
, el MY. Abelardo Moreno Calderón
 informó de la queja disciplinaria presentada por los señores Mario Rincón Uribe y Gustavo Almeyda Rincón en contra del señor PT. Juan Carlos Saavedra Vargas
, al supuestamente haber interceptado el vehículo en el que se movilizaban el 25 de julio de 2012 a las 2:30 p.m. y solicitado dinero con el fin de no ser judicializados teniendo en cuenta que éste figuraba como hurtado. 
Sostuvo que la Oficina Control Disciplinario Interno MEBUC mediante: i) auto de 6 de agosto de 2012 dio apertura a la indagación preliminar
, ii) auto de 22 de febrero de 2013 dio apertura a la investigación disciplinaria
, iii) fallo de primera instancia de 3 de abril de 2014
 sancionó al demandante con destitución e inhabilidad general por el término de diez (10), al encontrarlo responsable de haber cometido a título de dolo, la falta gravísima consagrada en el numeral 4°, artículo 34 de la Ley 1015 de 2006
 que consiste en solicitar o recibir directamente o indirectamente dádivas o cualquier otro beneficio, para sí o para un tercero, con el fin de ejecutar, omitir o extralimitarse en el ejercicio de sus funciones. 

Señaló que el demandante presentó recurso de apelación contra el fallo disciplinario de primera instancia, el cual fue resuelto por el Inspector Delegado Región Cinco de la Policía Nacional mediante fallo de segunda instancia de 22 de mayo de 2014 confirmando en su integridad la sanción disciplinaria
, decisión que fue notificada el 5 de agosto de 2014 y ejecutada mediante Resolución 02660 del 7 de julio de 2014
. 

1.3. Normas violadas y concepto de violación
. 

El demandante citó como vulneradas las siguientes disposiciones: 

· Los artículos 25, 29, 228 y 230 de la Constitución Política.

· Los artículos 5°, 6°, 8°, 9°, 13, 19, 20, 92, 97, 128, 129, 141, 142, 163 numeral 7°, 170 numerales 3°, 4°, 6°, 171 de la Ley 734 de 2002
.

· Los artículos 5° y 18 de la Ley 1015 de 2006
.

Como concepto de vulneración, el apoderado del demandante señaló lo siguiente: 

Vulneración a los derechos al debido proceso, la defensa y presunción de inocencia.

Indicó que la autoridad acusada vulneró su derecho al debido proceso y a la defensa toda vez que se sancionó al demandante con argumentos y supuestos de las autoridades disciplinarias, sin tener la certeza de la falta, sin sustentarse en un juicio integral y conforme a las reglas de la sana crítica. 

Falsa motivación por indebida valoración de la prueba. 
Manifestó que la autoridad disciplinaria no tuvo en cuenta la totalidad del material probatorio allegado al proceso, sino que otorgó relevancia a determinadas pruebas que permiten imputar la falta disciplinaria, sin estar acreditados los supuestos que exige el artículo 162 de la Ley 734 de 2002. 

Sostuvo que los únicos dos testimonios sobre los cuales se estructuró el pliego de cargos, presentan contradicciones entre sí sobre cómo ocurrieron los hechos, tales como que: i) el libro de población en ningún momento permite llegar a la conclusión que realiza el fallador disciplinario de primera instancia, ya que de allí no se determina siquiera exigencia y mucho menos recibimiento de dádivas por parte del disciplinado, y ii) no se probó la existencia del vehículo que supuestamente debía ser dejado a disposición de la policía nacional
, es decir que la entidad disciplinaria solo tuvo en cuenta lo mencionado por los dos testigos sin verificar o corroborar sus dichos y dar aplicación al artículo 142 de la Ley 734 de 2002
.

Señaló que existe ausencia de motivación en la calificación jurídica de la culpabilidad a título de dolo, por cuanto la decisión disciplinaria no se sustentó en medios probatorios sino con fundamento en lo dispuesto en el Código de Ética Policial desconociendo lo señalado en el numeral 5° del artículo 163 de la Ley 734 de 2002. 

Incongruencia del pliego de cargos y los fallos disciplinarios. 

Indicó que en el pliego de cargos la calificación jurídica de la falta fue de ​-… solicitar directamente…dádivas…para sí… con el fin de… omitir… el ejercicio de sus funciones…- sin embargo en el concepto de violación del mismo auto se mencionó que el sancionado ​-recibió las dádivas-, materializándose así la conducta objeto de investigación en los fallos disciplinarios, hecho que genera la ocurrencia de dos conductas diferentes y por ende la calificación jurídica de la conducta de diferentes maneras. 
Ausencia de valoración de los argumentos de defensa en la decisión de segunda instancia. 
Manifestó que a pesar de haber presentado varios argumentos mediante el escrito de apelación, el fallador disciplinario de segunda instancia en su decisión de 22 de mayo de 2014 simplemente se encargó de presentar argumentos generales del derecho disciplinario más no resolvió de fondo los asuntos planteados por el sancionado. 

1.4 Contestación de la demanda
.

La Policía Nacional contestó la demanda, oponiéndose a las pretensiones del libelo, con los siguientes argumentos: 

Consideró que respecto a la vulneración de los derechos al debido proceso, defensa y presunción de inocencia, se demostró que las decisiones disciplinarias fueron proferidas por las autoridades competentes y en ellas se plasmaron los motivos
 del fallo, luego de estudiados de manera integral y racional los argumentos del apelante, dando lugar a confirmar la sanción impuesta por el fallador de primera instancia. 
Respecto a la falsa motivación por indebida valoración de la prueba, manifestó que dentro del proceso disciplinario si se aportaron las pruebas que desvirtuaron cualquier duda y llevaron a la plena certeza de la comisión de la falta disciplinaria por parte del actor, las cuales se encuentran debidamente analizadas en los fallos acusados. 

Señaló que nunca existió una mutación o contradicción en la imputación típica, por cuanto en el pliego de cargos como en los fallos disciplinarios le fue atribuida la falta consagrada en el numeral 4° artículo 34 de la Ley 1015 de 2006 por ende éste cargo carece de sustento. 

Advirtió que el actor se limitó a citar las supuestas irregularidades que existían en el fallo disciplinario de primera instancia y no allegó argumentos consistentes, suficientes y de peso para desvirtuar su responsabilidad, por ende se demostró que el operador de segunda instancia realizó un extenso y detallado análisis de lo referido por el sancionado. 

Propuso como excepciones las que denominó ineptitud sustantiva de la demanda
 “actos administrativos ajustados a la Constitución y la ley” y la de la inexistencia de irregularidades que afecten los actos acusados de nulidad. 

1.5 La sentencia apelada
. 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Segunda - Subsección “B”, mediante sentencia de 2 de febrero de 2017, que negó las pretensiones de la demanda
 y sustentó su decisión en los siguientes argumentos: 
Indicó que la entidad demandada adelantó el proceso disciplinario cumpliendo cada una de las etapas procesales señaladas en las Leyes 734 de 2002 y 1015 de 2006, con el fin de que el demandante ejerciera su derecho de defensa y de ésta forma evitar que se le vulnerara su derecho al debido proceso. 

Manifestó que en las declaraciones de los quejosos
 si bien es cierto existen una serie de imprecisiones respecto a los policías acusados, también lo es que guardan relación sobre la ocurrencia de los hechos y la conducta por la cual se sanciona al actor, es decir que los dos coinciden en señalar el traslado del carro a un parqueadero y la entrega de un dinero a los policías a cambio de no ser detenidos. 

Indicó que al valorar los testimonios recibidos en audiencia, los mismos generan indicios graves de la conducta del policía investigado, pues en ellos se observa que: i) el patrullero nunca informó a sus superiores sobre la ocurrencia de la situación investigada, ii) la conducta por la cual se le sancionó -haber llevado el carro perteneciente a unos ciudadanos a un parqueadero con el fin de solicitar dádivas a cambió de no cumplir con uno de los deberes que le corresponde-, por ende se encuentra suficientemente acreditada la falta que se le imputa y en consecuencia la responsabilidad disciplinaria. 

Afirmó que no es cierto lo mencionado por el demandante respecto de la presunta incoherencia entre el pliego de cargos y los fallos acusados, por cuanto al estudiar el auto de 18 de octubre de 2013 se tiene que la autoridad disciplinaria profirió como cargo único el descrito en el artículo 34 numeral 4° de la Ley 1015 de 2006 y al revisar el contenido de los fallos acusados se advierte que se sancionó al actor por la misma falta. 

Argumentó que en el fallo de segunda instancia la autoridad disciplinaria realizó un análisis detallado y completo con el fin de estudiar el recurso presentado por el demandante sobre los puntos de inconformidad respecto a lo relativo al análisis probatorio, la presunción de inocencia, violación al debido proceso, el cual le permitió llegar a la conclusión que no existió vulneración por cuanto las diligencias allegadas al plenario fueron puestas en conocimiento del disciplinado en su debido momento a fin de que ejerciera su derecho a la defensa y contradicción. 
1.6 El recurso de apelación
. 
La parte demandante, presentó recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia de 2 de febrero de 2017 dictada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Segunda - Subsección “B”, con los siguientes argumentos: 

Sostuvo el apoderado del demandante que el A quo no observó que se le vulneró el derecho al debido proceso y de defensa por cuanto la entidad demandada no probó con certeza que el sancionado hubiese incurrido en las faltas disciplinarias endilgadas en los fallos acusados, sino que por el contrario dejó entrever una duda razonable que debió ser resuelta a favor del sancionado. 
Indicó que los actos acusados, fueron falsamente motivados, por cuanto la Oficina de Control Disciplinario Interno de la Policía Nacional valoró de manera parcial las pruebas, al otorgarles total credibilidad a las declaraciones de los quejosos sin tener en cuenta lo manifestado por el sancionado, dando así una interpretación errónea y ajena a la realidad. 

Manifestó que en el desarrollo del proceso disciplinario nunca se acreditó en debida forma el factor de culpabilidad ante la ausencia de material probatorio, en razón a que la apreciación de las pruebas realizada por el órgano disciplinario se encuentra alejada de toda razonabilidad. 

Señaló que el sancionado no tenía el ánimo de incurrir en la falta disciplinaria que le fue endilgada, por ende debió considerarse que no actúo con dolo sino con culpa grave “por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del común imprime a sus actuaciones” -en los términos que señala el parágrafo del artículo 44 de la Ley 734 de 2002
- a efectos de que se hubiera impuesto una sanción menor, esto es la suspensión. 
1.7 Alegatos de segunda instancia. 

1.7.1. Parte demandante
.

El apoderado del demandante presentó alegatos en el curso de la segunda instancia, indicando lo siguiente: 

Reiteró los argumentos expuestos en la demanda y en el recurso de apelación, señalando que se le desconoció el derecho al debido proceso, en razón a que la entidad sancionadora no probó con certeza que la conducta realizada no encaja con la falta disciplinaria endilgada en los fallos acusados. 
1.7.2. Parte demandada
.

El apoderado de la parte demandada presentó alegatos en el curso de la segunda instancia, indicando lo siguiente: 

Reiteró los argumentos expuestos en la contestación de la demanda, indicando que la conducta desplegada por el sancionado no fue acorde a las directrices impartidas durante su proceso de formación y que contravienen de manera concreta lo establecido en la Ley 1015 de 2006, artículo 34 numeral 4°, en el entendido que faltó a la confianza, los valores y principios institucionales al momento en que solicitó dádivas de forma directa para sí, con el fin de omitir el ejercicio de sus funciones. 
II. CONSIDERACIONES

Atendiendo a los argumentos planteados en el fallo de primera instancia y el escrito de apelación, la Sala procederá a resolver los siguientes problemas jurídicos: 

2.1. Problema jurídico.

a)  ¿Establecer si, el A quo no observó que en el proceso disciplinario se vulneró el debido proceso porque existían pruebas que daban lugar a configurar una duda razonable?

b) ¿Si, el A quo pasó por alto que la autoridad administrativa incurrió en falsa motivación por indebida valoración de la prueba, al no tener en cuenta todo el material probatorio?

c)  ¿Si, el A quo no tuvo en cuenta que la conducta imputada al demandante en los actos administrativos acusados, no debía ser calificada a título de dolo -como lo estableció la entidad sancionadora- sino a título de culpa grave-como lo argumentó el demandante-?

2.1.1. RESOLUCIÓN DEL PRIMER PROBLEMA JURÍDICO RELACIONADO CON LA VULNERACIÓN AL DEBIDO PROCESO Y DERECHO DE DEFENSA. 
2.1.1.1. Marco jurídico del debido proceso.
De conformidad con lo establecido en el artículo 6° de la Ley 734 de 2002 - en concordancia con el artículo 29 de la Constitución Política -, el cual involucra todos los aspectos sustanciales y procesales de la actuación disciplinaria y señala el derecho al debido proceso así: 
“Artículo 6°. Debido proceso. El sujeto disciplinable deberá ser investigado por funcionario competente y con observancia formal y material de las normas que determinen la ritualidad del proceso, en los términos de este código y de la ley que establezca la estructura y organización del Ministerio Público”. (Subrayado fuera de texto). 
“Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso”.

De esta manera se establece que el sujeto que se encuentra siendo disciplinado deberá ser investigado por el funcionario competente, bajo los presupuestos legales que determine la referida ley, así como no ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes a la conducta que le está siendo imputada. 

Así mismo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 ha señalado que: 

“La Corte ha señalado unos requisitos mínimos que deben observar los funcionarios que gozan de potestad disciplinaria, para que el debido proceso sea efectivo, según los cuales, todo investigado tiene derecho a: “La comunicación formal de la apertura del proceso disciplinario a la persona a quien se imputan las conductas posibles de sanción; la formulación de los cargos imputados, que puede ser verbal o escrita, siempre y cuando en ella consten de manera clara y precisa las conductas, las faltas disciplinarias a que esas conductas dan lugar y la calificación provisional de las conductas como faltas disciplinarias; el traslado al imputado de todas y cada una de las pruebas que fundamentan los cargos formulados; la indicación de un término durante el cual el acusado pueda formular sus descargos, controvertir las pruebas en su contra y allegar las que considere necesarias para sustentar sus descargos; el pronunciamiento definitivo de las autoridades competentes mediante un acto motivado y congruente; la imposición de una sanción proporcional a los hechos que la motivaron; y la posibilidad de que el encartado pueda controvertir, mediante los recursos pertinentes, todas y cada una de las decisiones.” (Subrayado fuera de texto). 

Lo expuesto anteriormente son los requisitos necesarios que debe cumplir la autoridad sancionatoria a la hora de emitir un fallo disciplinario, con el fin de evitar una vulneración al debido proceso, dentro de los cuales registra la posibilidad de que el disciplinado pueda controvertir mediante recursos y actuaciones todas las decisiones que se presenten a lo largo del proceso. 
De igual forma, el artículo 5° de la Ley 1015 de 2006
 estableció que: 

“Artículo 5°. Debido proceso. El personal destinatario de este régimen será investigado conforme a las leyes preexistentes a la falta disciplinaria que se le endilga, ante funcionario con atribuciones disciplinarias previamente establecido y observando las garantías contempladas en la Constitución Política y en el procedimiento señalado en la ley. La finalidad del proceso es la prevalencia de la justicia, la efectividad del derecho sustantivo, la búsqueda de la verdad material y el cumplimiento de los derechos y garantías debidos a las personas que en él intervienen”.

La norma anterior, deja ver que el personal destinatario del régimen disciplinario de la Policía Nacional, debe ser investigado por la falta disciplinaria que le sea indilgada y por el funcionario que tenga atribuciones para dictar el fallo correspondiente, dichas facultades se encuentran consagradas en el artículo 54 de la misma norma, el cual establece así:

“Artículo 54. Autoridades con atribuciones disciplinarias. Para ejercer la atribución disciplinaria se requiere ostentar grado de Oficial en servicio directivo. Son autoridades con atribuciones disciplinarias para conocer e imponer sus sanciones previstas en esta ley, las siguientes:

4. JEFE DE OFICINA DE CONTROL DISCIPLINARIO INTERNO DE LA DIRECCION GENERAL.

En Primera Instancia de las faltas cometidas en la ciudad de Bogotá, D. C., por el personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, y Auxiliares de Policía, que labore en la Dirección General, Subdirección General, Inspección General, Direcciones y Oficinas Asesoras”. 

Así mismo, la jurisprudencia de ésta Corporación
 se ha pronunciado respecto del principio al debido proceso en materia disciplinaria de la siguiente manera: 

“(…) “El debido proceso como derecho fundamental está referido en materia procesal disciplinaria, a que el inculpado conozca los cargos en forma clara, concisa y oportuna para que pueda ejercer todos los medios de réplica, pedir las pruebas, obtener su decreto y práctica, así como controvertir las que lo inculpan, presentar alegatos y en general, participar de modo activo en todo el proceso, lo que implica un gran debate con el agotamiento de las instancias a que haya lugar y las garantías que las mismas ofrecen”. 

Lo dicho debe armonizarse con el procedimiento disciplinario, que concede una amplia gama de posibilidades para ejercer el derecho de defensa a lo largo de sus diversas etapas. Es por ello, que el control de legalidad y constitucionalidad sobre las decisiones disciplinarias de los actos de la administración confiadas a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa no puede convertirse en un nuevo examen de la prueba, como si se tratara de una tercera instancia, dado que el control judicial implica una especialidad y depuración del debate.
De otro lado, tampoco puede afirmarse que los actos de juzgamiento disciplinario son intangibles e invisibles al control jurisdiccional, porque la revisión de legalidad se realiza pero con las restricciones señaladas. 

En efecto, le corresponde entonces a la Jurisdicción Contencioso Administrativa en materia probatoria, verificar que la prueba recaudada en el trámite disciplinario se haya ajustado a las garantías constitucionales primordiales, lo que significa, que la acción objetiva resulta ser un momento propicio para la exclusión de la prueba, siempre y cuando esta sea manifiestamente ilícita o producida con violación al debido proceso o de las garantías fundamentales, o sea, aquella en cuya práctica se han trasgredido los principios rectores de esa actividad imprescindible para el ejercicio del derecho de defensa”. 

De lo anterior, se observa que a la Jurisdicción Contenciosa-administrativa, le corresponde verificar que la prueba que fue recaudada en sede disciplinaria, se ajustó a la ley, a las garantías constitucionales y procesales señaladas por la norma, con el fin de que ésta, en caso de no estar de acuerdo pueda ejercer todos los medios de réplica, pedir las pruebas, obtener su decreto y práctica, así como controvertir las que lo inculpan y participar de modo activo en todo el proceso. 

2.1.1.2. Análisis del caso en concreto.

El demandante en el recurso de apelación manifiesta que el Tribunal de primera instancia erró al no decretar la nulidad de los actos administrativos acusados por la vulneración al debido proceso, en el sentido que éste no tuvo en cuenta que la entidad no probó con certeza que el investigado hubiese incurrido en la falta disciplinaria endilgada en los fallos disciplinarios de primera y segunda instancia sino que por el contrario dejó entrever una duda razonable que debió resolverse en favor al suscrito. 

Para efectos de resolver este cargo, es pertinente en primer lugar establecer el argumento central del Tribunal de primera instancia que dio lugar a negar las pretensiones de la demanda respecto a la nulidad de los actos administrativos disciplinarios. La decisión judicial en mención señaló lo siguiente:

“En cuanto a los demás testimonios recibidos en la audiencia, los mismos generan indicios graves de la conducta reprochable por parte del patrullero investigado, pues en los mismos se deja constancia que el señor Saavedra no informó la situación presentada en el centro comercial Megamall, en cuanto a los hechos ocurridos el 25 de julio de 2012 que son materia de investigación en él proceso disciplinario objeto de estudio, y que dicho patrullero en su tiempo autorizado para tomar alimentos se dirigió al CAI Campo Hermoso y sacó un vehículo oficial de siglas 31-0200.

Igualmente en el proceso disciplinario quedo constancia de que en la Fiscalía 20 Seccional de Bucaramanga está siendo investigado el señor Juan Carlos Saavedra, que en el libro de población CAI Américas quedó registrado que el patrullero Saavedra le entregó la camioneta Grand Vitara SZ7/2000 de color plata y con placas CWK 394 al ciudadano Julián Gómez el mismo 25 de julio de 2012, vehículo éste que está directamente relacionado con los hechos investigados, y que en los libros del CAI Campo Hermosos no existen anotaciones sobre los hechos ocurridos el 25 de julio de 2012, en dicha jurisdicción.

Por lo expuesto, la Sala no comparte el criterio del actor en cuanto a que el proceso disciplinario no se demostró la materialidad de su conducta, ya que luego de revisar con detenimiento el procedimiento de primera y segunda instancia adelantado por la Oficina Disciplinaria de la Policía Nacional dentro del proceso disciplinario N° MEBUC 2013-28, se encontró suficientemente acreditado los hechos que se le endosan al señor Patrullero Juan Carlos Saavedra”. 

De lo trascrito, es claro que el A quo, consideró que dentro del proceso disciplinario adelantado en contra del sancionado fueron debidamente acreditados los hechos a través de diferentes pruebas, objetivamente demostrada la falta y por ende la responsabilidad del investigado. 

Ahora bien, para ésta Sala y después de agotadas todas la etapas procesales, se puede afirmar con certeza que el sancionado omitió todos los protocolos establecidos por la institución policial en el desarrollo de los hechos que fueron materia de investigación disciplinaria, por cuanto no hizo un reporte a la Central de Comunicaciones, ni dio a conocer a su superior inmediato lo acontecido el 25 de julio de 2012, por lo cual es claro que no existía siquiera asomo de una duda razonable en favor del disciplinario. 
Con respecto al derecho al debido proceso y principio de inocencia señalado en el artículo 9° de la Ley 734 de 2002, no se evidencia una vulneración a los mismos, prueba de ello es que la entidad disciplinaria adelantó cada una de las etapas procesales
 dando las oportunidades legales al demandante para que ejerciera su derecho de defensa, y profiriendo los fallos disciplinarios de primera y segunda instancia amparados en el material probatorio allegado al proceso. 
Para la Sala, atendiendo a lo manifestado por el A quo concluye que los testimonios de cargo, si arrogan claridad acerca de la conducta desplegada por el sancionado, tal como es el traslado del carro a un parqueadero y la entrega de un dinero por parte de un ciudadano a un integrante de la Policía Nacional. 

Por lo anterior se concluye, que al encontrarse dados los requisitos sustanciales para proferir pliego de cargos de conformidad con lo establecido en el artículo 162 de la Ley 734 de 2002
 -cuando esté objetivamente demostrada la falta y exista prueba que comprometa la responsabilidad del investigado-, y por ende proferir fallo disciplinario, el argumento de apelación esgrimido por el demandante no tiene vocación de prosperidad. 
2.1.2. RESOLUCIÓN DEL SEGUNDO PROBLEMA JURÍDICO RELACIONADO CON LA INDEBIDA VALORACIÓN PROBATORIA. 

Para resolver el segundo problema jurídico planteado, el cual deriva del segundo cargo de nulidad, es necesario establecer: 1) el marco jurídico de la valoración de la prueba en el derecho disciplinario, para luego analizar, 2) el asunto en concreto.

2.1.2.1. Régimen jurídico de la valoración de la prueba en el derecho disciplinario. 

La determinación de los elementos de la responsabilidad disciplinaria tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, en cada caso concreto debe surgir de las pruebas que obren en el expediente disciplinario, lo cual, como lo ha señalado la Sala Plena Contenciosa del Consejo de Estado
 hace parte del control integral del acto administrativo disciplinario que debe realizar el juez contencioso administrativo y para ello como lo ha indicado esta Subsección
 en oportunidad anterior, debe revisar que se hayan observado las reglas sustanciales del régimen probatorio disciplinario, que a continuación se precisan. 
De conformidad con la jurisprudencia de esta Subsección
, el respeto a las reglas sustanciales disciplinarias en materia probatoria -con las cuales en el caso concreto se determina si la conducta es típica, antijurídica y culpable-, implica el cumplimiento de tres (3) requisitos fundamentales, en estricto orden: 1) los elementos probatorios permitidos, 2) el régimen de análisis y 3) los niveles de certeza establecidos por el legislador, para acreditar los factores que constituyen la responsabilidad. 
Los medios de prueba permitidos. En materia de medios de prueba permitidos el legislador en el artículo 130 ídem, estableció lo siguiente: 
“Artículo 130. Medios de Prueba. Son medios de prueba la confesión, el testimonio, la peritación, la inspección o visita especial, y los documentos, y cualquier otro medio técnico científico que no viole el ordenamiento jurídico, los cuales se practicarán de acuerdo con las reglas previstas en la Ley 600 de 2000, en cuanto sean compatibles con la naturaleza y reglas del derecho disciplinario.

Los indicios se tendrán en cuenta al momento de apreciar las pruebas, siguiendo los principios de la sana crítica.

Los medios de prueba no previstos en esta ley se practicarán de acuerdo con las disposiciones que los regulen, respetando siempre los derechos fundamentales”.

En atención a la norma trascrita, son considerados como medios de prueba válidos: 1) la confesión, 2) el testimonio, 3) la peritación, 4) la inspección o visita especial, 5) los documentos, y 6) cualquier otro medio técnico científico que no viole el ordenamiento jurídico, y expresamente hizo referencia a los indicios para excluirlos de esta lista y darles la connotación de simples herramientas a tener “en cuenta al momento de apreciar las pruebas”.

El sistema de análisis probatorio. El artículo 141 de la Ley 734 de 2002 en relación con la apreciación de las pruebas, estableció lo siguiente:

“Artículo 141. Apreciación integral de las pruebas. Las pruebas deberán apreciarse conjuntamente, de acuerdo con las reglas de la sana crítica.

En toda decisión motivada deberá exponerse razonadamente el mérito de las pruebas en que ésta se fundamenta”.

De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 el sistema de la sana crítica o persuasión racional -a diferencia de otros sistemas de valoración probatoria-
, obliga al juzgador a establecer por sí mismo el valor de las pruebas con base en las reglas de la lógica, la ciencia y la experiencia. 

Estas reglas son las que debe tener en cuenta el operador disciplinario y contribuyen para que las conclusiones a las cuales arribe sobre el valor o contenido de la prueba sean legalmente válidas, pues impiden que aquel razone a voluntad, discrecionalmente, arbitrariamente, de manera contra evidente o dé un alcance y extensión a la prueba que no se desprenda de ella. 

Los niveles de certeza para imputar responsabilidad. 

La Ley 734 de 2002 contempla un nivel de certeza especial para que el operador disciplinario pueda establecer responsabilidad y proferir fallo sancionatorio, el cual puede observarse claramente de la lectura coordinada y conjunta de las siguientes normas. 
El artículo 9 ídem establece que a quien se le atribuya el cometimiento de una falta disciplinaria (tipicidad) se le debe presumir inocente hasta que esta presunción sea desvirtuada mediante la declaratoria de responsabilidad y la cual solo se puede declarar cuando se haya eliminado “toda duda razonable”, desde luego, sobre los elementos que determinan la responsabilidad (tipicidad, antijuridicidad o ilicitud material y culpabilidad). La norma en comento señala lo siguiente: 

“Artículo 9. Presunción de inocencia. A quien se atribuya una falta disciplinaria se presume inocente mientras no se declare su responsabilidad en fallo ejecutoriado.

Durante la actuación toda duda razonable se resolverá a favor del investigado cuando no haya modo de eliminarla.”.

Tal como se establece en la disposición, el juez en materia disciplinaria debe realizar la valoración del acervo de acuerdo con las reglas de la sana crítica, la cual ha sido definida por la jurisprudencia de esta Corporación como “la capacidad del juez para darle a las pruebas la mayor o menor credibilidad, según su conexión con los hechos a demostrar y su capacidad de convencimiento”
 y en virtud de la cual “el juez goza de cierta libertad a la hora de apreciar el mérito probatorio de los medios de convicción, no debiendo sujetarse, como en el sistema de la tarifa legal, a reglas abstractas preestablecidas e indicadoras de la conclusión a la que se debe arribar, en presencia o en ausencia de determinada prueba”
. 

Como consecuencia precisamente de lo dispuesto en el artículo 141 del Código Disciplinario Único, es necesario poner de presente que esta Corporación solo debe declarar la nulidad de los fallos disciplinarios cuando encuentre que se vulneró el derecho al debido proceso o bien porque se omitió realizar una valoración probatoria, o porque la realizada en los mismos es manifiestamente contraria a la realidad procesal, o no es razonable.

En los artículos 162 y 142 de la Ley 734 de 2002 el legislador estableció el grado de convencimiento que el material probatorio, aportado a través de los medios de prueba válidos, debe dar al operador disciplinario para proferir dos de las providencias más importantes del proceso disciplinario, esto es el pliego de cargos y el fallo. Las normas en comento establecen lo siguiente. 

“Artículo 142. Prueba para sancionar. No se podrá proferir fallo sancionatorio sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza sobre la existencia de la falta y de la responsabilidad del investigado.”

“Artículo 162. Procedencia de la decisión de cargos. El funcionario de conocimiento formulará pliego de cargos cuando esté objetivamente demostrada la falta y exista prueba que comprometa la responsabilidad del investigado. Contra esta decisión no procede recurso alguno.”
De acuerdo con las disposiciones anteriores, para que el operador disciplinario pueda proferir el fallo disciplinario, debe acreditarse un nivel de certeza que comprometa la responsabilidad del investigado. 

Ahora bien, atendiendo a las reglas sustanciales probatorias -elementos de prueba permitidos, régimen de análisis y niveles de certeza-, la Sala procederá a analizar el caso concreto. 

2.1.2.2. Análisis de caso concreto. 
El demandante como segundo cargo de anulación contra los actos acusados -reiterado en el recurso de apelación-, señaló la falsa motivación por indebida valoración probatoria respecto a que no se tuvo en cuenta todo el material probatorio allegado al proceso sino únicamente los testimonios dados por los quejosos, sin dar certeza de la existencia de la falta que le fue endilgada. 
Para efectos de resolver este cargo, es pertinente en primer lugar establecer: 1) el argumento central del Tribunal de primera instancia que dio como resultado la negación de las pretensiones de la demanda referente a la nulidad de los actos administrativos disciplinarios por éste concepto y, 2) si se analizó la totalidad del material probatorio referido en los fallos disciplinarios. 

En cuanto al argumento del A quo, la decisión judicial en mención señaló lo siguiente respecto de la falta gravísima del artículo 34 numeral 4° de la Ley 1015 de 2006: 

“Si bien es cierto que en los testimonios en cita existe una serie de imprecisiones sobre algunas expresiones de los policías en el lugar de los hechos, si existe claridad sobre la conducta por la cual se sanciona al actor, es decir, los dos testigos coinciden en señalar el traslado a un parqueadero y a entrega de un dinero los policiales a cambio de no ser detenidos, que en el caso en particular es la conducta investigada y sancionada”. 

(…)

Por lo expuesto, la Sala no comparte el criterio del actor en cuanto a que el proceso disciplinario no se demostró la materialidad de su conducta, ya que luego de revisar con detenimiento el procedimiento de primera y segunda instancia adelantado por la Oficina Disciplinaria de la Policía Nacional dentro del proceso disciplinario N° MEBUC 2013-28, se encontró suficientemente acreditado los hechos que se le endosan al señor Patrullero Juan Carlos Saavedra”. 

De lo anterior, se observa que el A quo se refirió a la tipicidad de la conducta establecida por la autoridad disciplinaria en los actos administrativos acusados, señalando que ésta efectivamente se adecua en el numeral 4° del artículo 34 de la Ley 1015 de 2006 que prohíbe a los servidores en éste caso a los policías, solicitar dádivas para sí mismo con el fin de omitir el ejercicio de sus funciones, por cuanto al revisar el expediente se observa que la autoridad disciplinadora acreditó los hechos mediante los cuales se le endilgó la falta anteriormente referida. 
En el mismo sentido, se observa que el fallo de primera instancia, hizo una referencia general a las pruebas que dieron lugar a que la Oficina Control Disciplinario Interno MEBUC sancionará al actor, dándole plena credibilidad y validez a las declaraciones rendidas y mencionadas a lo largo del proceso disciplinario con las cuales se concluyó que la conducta desplegada por el demandante se adecua perfectamente a la descripción típica de la falta disciplinaria endilgada. 
De lo anterior, cabe indicar que a lo largo del proceso además obran pruebas testimoniales y documentales que demuestran la certeza de la comisión de la falta disciplinaria por parte del sancionado, en cuanto a la existencia de una conducta descrita en el numeral 4° del artículo 34 de la Ley 1015 de 2006. 

Así se tiene que el 3 de abril de 2014 el Jefe de la Oficina Control Disciplinario Interno profirió el fallo disciplinario de primera instancia
 con fundamento en las siguientes pruebas: 
“DEL ANALISIS Y LAS PRUEBAS QUE FUNDAMENTAN EL CARGO FORMULADO:

Por consiguiente determina el despacho que las pruebas documentales y testimoniales que conforman el presente expediente, tienen el valor legal exigido por la Ley 734 de 2002, en sus artículos 130 y 141 (…). En toda decisión motivada deberá exponerse razonadamente el mérito de las pruebas en que ésta se fundamenta, habida cuenta que fueron recepcionadas y allegadas debidamente por el funcionario competente con las formalidades establecidas, las cuales conducen a demostrar el cargo que se elevó en contra del Patrullero SAAVEDRA VARGAS JUAN CARLOS, no observándose motivo alguno para decretar la nulidad de las diligencias adelantadas al interior de la actuación procesal, ya que conservan su plena validez y siendo analizadas en su conjunto de acuerdo a las reglas de la experiencia y la sana crítica, en tal sentido son conducentes (…). 

Testimoniales:
· ST. Rodrigo Andrés Roa Culma
, en la cual manifestó que: i) para el 25 de julio de 2012 entre la 1 y 3 pm se le otorgó permiso al sancionado para consumir alimentos, ii) en ese tiempo éste se trasladó al CAI de Campo Hermoso en donde se encontraba el vehículo policial de siglas 31-0200 y lo saco sin autorización, así mismo tampoco informó esta situación a su superior. 

· MY. Abelardo Moreno Calderón
 se ratificó en todo lo escrito en el Oficio 1172 de 31 de julio de 2012 -el cual originó toda la investigación disciplinaria.
· PT. Plinio José Jaraba García, el cual manifestó que el 25 de julio de 2012 realizo tercer turno como auxiliar de información en el CAI Sotomayor y no escucho ningún caso que se relacionará con el Centro Comercial Megamall, igualmente adujo que el PT. Cala Pérez nunca se separó de su puesto. 
· PT. Carlos Andrés Ibáñez Martínez el cual señaló que: i) para el 25 de julio de 2013 realizó el tercer turno de vigilancia en el CAI Sotomayor junto con el PT. Jorge Jovanny Cala Pérez, ii) nunca participó en el procedimiento realizado por el PT. Saavedra respecto a un vehículo Grand Vitara.

· Yesid Felipe García García: “PREGUNTADO: Diga al despacho si usted conoce al señor PT. Saavedra Vargas Juan Carlos, en caso positivo como lo conoció y desde cuándo. CONTESTO: si claro, lo conozco desde el CAI CENTENARIO (…) más o menos desde enero de 2012. PREGUNTADO: Diga al despacho todo cuanto le conste de la situación que se presentó con el vehículo GRAND VITARA SZ/2000, color plata de placas CWK394 en el sector de Megamall de esta ciudad el día 25 de julio de 2012 caso conocido con el señor PT. SAAVEDRA VARGAS JUAN CARLOS. CONTESTO: Tengo un amigo con el cual yo vivía en cabecera y él se llevó el carro sin permiso de nadie, y él me llamo y me dijo que lo había dejado votado por halla (sic) en Megamall, (…) yo llame al patrullero SAAVEDRA y fuimos a buscar el carro por los lados de Megamall, él andaba en una panel de la Policía y luego nos fuimos hasta campo hermoso, de ahí nos fuimos a la estación Américas para hacer la anotación de los hechos sucedidos con el carro, y colocar la queja y ponerle los antecedentes de la camioneta, ahí en las Américas le tomaron los antecedentes, el carro duro como dos horas mientras le miraban todos los datos de la camioneta eso fue todo. (…) PREGUNTADO: Diga al despacho si usted instauró denuncia penal por la situación que se presentó con la camioneta antes referida, con ocasión a los hechos sucedidos el día 25 de julio de 2012. CONTESTO: No, porque pensé que no había sucedido nada como tal, el carro no estaba estrellado ahí lo reportaron por el radio y no tenía problemas. (…) PREGUNTADO: Diga al despacho porque dice usted que la camioneta se la entregaron en capo hermoso, aclare quien la llevo hasta ese sitio y si puede informar a este despacho quien le hizo la entrega a usted de dicha camioneta en dicho sector. CONTESTO: desconozco quien llevo la camioneta de Megamall hasta campo hermoso, cuando yo llegue a campo hermoso esta ya estaba parqueada, había una persona de civil bajita pero desconozco quien era, ahí estaba solamente SAAVEDRA, eso fue ahí que es como un parqueadero al final de campo hermoso. (…) PREGUNTADO: Diga al despacho si usted observo si el policía SAAVEDRA le pidió o recibió algún dinero a la persona que tenía el carro para entregárselo a usted en el sitio del parqueadero que usted refiere queda en campo hermoso. CONTESTO: no, observe porque me demore y ya cuando yo llegue yo con mis llaves me subí y ya de ahí nos fuimos para las Américas”. 

· Christian Mauricio Rodríguez Duarte: “PREGUNTADO: que conocimiento tiene de los hechos que se presentaron con vehículo GRAND VITARA SZ/2000, color plata de placas CWK394 en el sector de Megamall de esta ciudad el día 25 de julio de 2012 caso conocido con el señor PT. SAAVEDRA VARGAS JUAN CARLOS. CONTESTO: (…) lo que me comenta YESID es que él le prestó la camioneta a un amigo de él y que él hombre se la dejo tirada en un parqueadero, yo en realidad nunca vi desaparecido del vehículo (…). PREGUNTADO: Diga al despacho a nombre de quien estaba la mencionada camioneta para la fecha del 25 de julio de 2012. CONTESTO: el vehículo siempre ha estado a nombre de CORCIENCIA, y ese vehículo siendo yo directivo de la Corporación el vehículo me es entregado en el año 2009 para uso personal.” 

· Agente Retirado César Moreno Villalba: PREGUNTADO: Diga al despacho donde prestó usted servicio el día 25 de julio de 2012, y si puede decir que turno realizó la fecha que se menciona. CONTESTO: Estaba adscrito al CAI de Campo Hermoso como auxiliar de información, el turno no recuerdo. PREGUNTADO: Obra en autos que para la fecha del 25 de julio de 2012, en horas de la tarde, el señor PT. SAAVEDRA VARGAS JUAN CARLOS hizo presentación en el CAI Campo Hermoso en un vehículo de la Policía y al parecer sacó otro vehículo policial. Diga al despacho que control se tiene sobre dichos vehículos por parte del auxiliar de información del CAI CAMPO HERMOSO. CONTESTO: cuando dejan un vehículo en las instalaciones del CAI el policial que la tiene asignada se lleva las llaves y si es el caso este deja las llaves en el CAI, para que la retire hay que hacer la respectiva anotación al policial que saque el vehículo que no tiene asignado, por tal razón es imposible que saque un vehículo y no se le haga la respectiva anotación. PREGUNTADO: Diga al despacho si usted recuerda para la fecha del 25 de julio de 2012 que vehículo llevó y dejó en el CAI CAMPO HERMOSO el señor patrullero SAAVEDRA y si recuerda la hora. CONTESTO: la sigla no me acuerdo la hora tampoco, si él llevo un vehículo y se llevó las llaves, no lo registre y si dejo las llaves registre la hora en que llego, de igual forma si saca algún vehículo, no recuerdo por el tiempo que ha transcurrido (…).” 
De estas declaraciones se observa que: i) los hechos ocurrieron el 25 de julio de 2012 entre la 1 y 3 pm en donde se le otorgó permiso al sancionado para consumir alimentos y tiempo en el cual se trasladó al CAI de Campo Hermoso en donde se encontraba el vehículo policial de siglas 31-0200, ii) el sancionado y su amigo el señor Yesid Felipe García García arribaron al sitio denominado Campo Hermoso con el fin de recoger el carro “supuestamente” hurtado, y, iii) contra el vehículo mencionado no se instauró denuncia penal, pero si se tomaron antecedentes en el CAI de las Américas. 

· Declaración del señor MARIO RINCÓN URIBE -quejoso 1-. Quien con relación a los hechos manifestó: 

“(…) PREGUNTADO: Se tiene conocimiento que para el día 25 de julio de 2012 siendo las 14:30 horas se presentaron unas irregularidades en las cuales se vio inmerso usted, los cuales se presentaron o iniciaron en el Centro Comercial Megamall y se relacionaban con un dinero y una camioneta SUZUKI GRAND VITARA. Haga un relato claro, preciso y conciso de lo allí sucedido. CONTESTO: Nosotros fuimos con mi sobrino GUSTAVO ALMEYDA RINCON a prestarle una plata a un señor que era el dueño de la camioneta GRAND VITARA (…), entonces dijo vamos a guardar la camioneta y salimos en la camioneta en la puerta de salida nos atravesaron una moto de particular y fue cuando nos paró el Agente SAAVEDRA y el otro agente le entrego unos papeles a un particular que llevaba la moto y esa persona se va, de ahí SAAVEDRA nos dice que la camioneta tenía orden de captura por abuso de confianza, él empezó a hacer unas llamadas y pidió que características tenía la camioneta por celular pero eso como que no era cierto, de ahí comenzaron y nos subieron a la patrulla de la policía, de eso es testigo un señor CRISTIAN que estaba en el segundo puso, no tengo en estos momentos los datos pero yo sé dónde ubicarlo, después de subidos a la patrulla JUNIOR y yo nos fuimos al lado del conductor y nos llevaron a un parqueadero en el barrio Campo Hermoso, en el parqueadero nos metieron detrás de un tanque y SAAVEDRA hizo unas llamadas y el hablo con los dueños del parqueadero para que dijera que la camioneta la habían dejado ahí tirada desde el día anterior, de ahí llamaron y llego el otro agente que decía llamarse CALA le quito a mi sobrino la plata que le había quedado que eran como quinientos mil pesos más o menos, al rato llegaron dos señores y nos dijeron vallasen, entonces nosotros son fuimos en el mismo taxi que llegaron los señores y nosotros le preguntamos que donde había dejado a las personas que había acabado de dejar y el taxista nos dijo que los había recogido en MEGAMALL pero no se los datos de esta persona. PREGUNTADO: Manifieste al despacho si el policía CALA al que usted hace referencia en la narración anterior es el mismo que en estos momento se encuentra aquí presente: CONTESTO: No para mi no, las características físicas no corresponden. PREGUNTADO: Manifieste al despacho si usted recuerda las placas del vehículo por el cual su sobrino prestó el dinero. CONTESTO: No recuerdo. (…) PREGUNTADO: Manifieste al despacho si usted recuerda las placas o siglas del vehículo policial en el cual fue llevado al parqueadero de Campo Hermoso. CONTESTO: No recuerdo las placas, eso era una patrulla de esas que son encerradas. PREGUNTADO: Manifieste al despacho cuantos policías intervinieron en este procedimiento. CONTESTO: Solo dos SAAVEDRA y el que decía llamarse CALA. PREGUNTADO: Manifieste al despacho SAAVEDRA en que se movilizaba al momento de llegar al MEGAMALL e intervenirlos a ustedes. CONTESTO: Pues la verdad no sé, pero cuando salimos él fue el que nos subió a la patrulla y él se fue conduciendo hasta campo hermoso. PREGUNTADO. Que le manifestó el policía SAAVEDRA durante el trayecto de MEGAMALL a campo hermoso, así mismo con qué fin fueron trasladados a ese lugar. CONTESTO. Él nos dijo que íbamos detenidos porque la camioneta tenía orden de captura por abuso de confianza, él simplemente nos decía que estábamos embalados y que él nos iba a colaborar, pero yo él decía que no debía nada. PREGUNTADO. Manifieste al despacho si recuerda la dirección del parqueadero del barrio Campo Hermoso a donde ustedes fueron llevados, así mismo si recuerda los nombres de las personas que allí atendieron a los policías. CONTESTO. Eso es el parqueadero grande del terminal de buses en quinta estrella, el que queda para bajar a la vía chimita, no se de nombres porque el que habló con ellos fue SAAVEDRA y a nosotros nos dejaron a un lado. PREGUNTADO. Manifieste al despacho si ustedes tuvieron algún contacto con las personas que llegaron en el taxi, así mismo indique al despacho si usted tiene conocimiento que personas eran estas. CONTESTO. Nosotros no hablamos con ellos, pero SAAVEDRA dijo que ellos eran los dueños de la camioneta. PREGUNTADO. Describa morfológicamente al policía SAAVEDRA y CALA. CONTESTO. SAAVEDRA es un policía alto, delgado y mono; y CALA es uno moreno, regular de cuerpo, pero no recuerdo bien su fisionomía porque el bajo en la camioneta con mi sobrino, pero el policía que esta acá no es. PREGUNTADO. Manifieste al despacho si el policía SAAVEDRA durante el tiempo que estuvo con ustedes realizó o hizo uso de su radio de telecomunicaciones. CONTESTO. No, ninguno de los policías llevaba radio de comunicaciones, ellos hacía que hablaban era por celular. PREGUNTADO. Cómo puede indicar usted que estos policías eran de apellidos SAAVEDRA y CALA. CONTESTÓ. A Saavedra se le veía en el uniforme también si no estoy mal era JUAN CARLOS, y al otro fue porque yo le pregunte y él me dijo que era CALA (…)”

· Declaración del señor GUSTAVO ALMEYDA RINCON -quejoso 2-. Quien con relación a los hechos manifestó:

“(..) Que el señor MARIO RINCÓN es su tío e iban saliendo del centro comercial Megamall con la camioneta Grand vitara la cual le habían dejado como prenda de garantía por un dinero que había prestado cuando fue abordado por dos policías que en ese momento se encontraban allí y tenían estacionada una patrulla de la policía en ese lugar y al solicitarle los documentos por parte del patrullero SAAVEDRA le fue manifestado que esta era robada y que estaban capturados y debían ir a la SIJIN, que a su amigo de nombre JUNIOR quien es la persona que lo busca para empeñar vehículos junto con su tío MARIO fueron subidos a la patrulla y el otro policía se fue con él como pasajero de la Grand Vitara siguiendo la patrulla policial la cual se desplazó bajando por la avenida quebrada seca, bajando por la calle 34 saliendo por detrás de la cárcel la modelo a salir a la calle 45, dirigiéndose para el barrio campo hermoso en donde llegaron a un parqueadero en donde el declarante tenían que pagarle un dinero a los uniformados para que no lo metieran preso, que el patrullero SAAVEDRA le manifestó que les iba a colaborar dejando la camioneta en ese lugar para que no pusieran denuncio, que le entregara las prendas de oro que él tenía para poder cuadrar las cosas y que cuanta plata tenía encima por lo cual el declarante saco lo que tenía en su bolsillo que eran casi quinientos mil pesos y se los rapo y le manifestaron que se fuera de ese lugar que ya iba el dueño de la camioneta porque está tenía un problema por abuso de confianza, agrega que en el taxi en que se devolvieron de ese lugar era en el cual habían llegado los supuestos dueños del vehículo Grand Vitara y que al indagar al conductor éste les manifestó que los pasajeros que habían dejado en ese lugar los había recogido en Megamall de mismo sitio de donde ellos habían sido abordados por los policiales; que identificó al policial Saavedra porque tenía su nombre en el uniforme y fue el que le exigió el dinero y le manifestó que cualquier cosa su nombre era JUAN CAROS SAAVEDRA y era de Bogotá (…)”.

De las anteriores declaraciones -calidad de quejosos- se determina que: i) los hechos acontecieron el 25 de julio de 2012, ii) el señor Mario Rincón Uribe -tío- y Gustavo Almeyda Rincón -sobrino- se encontraban en el Centro Comercial Megamall junto con la camioneta Grand Vitara de placas CWK-394 y que al momento de salir de éste lugar fueron abordados por una moto con dos integrantes de la Policía Nacional dentro de ellos el sancionado, iii) al revisar los papeles del carro éste estaba reportado como hurtado, iv) subieron a las mencionadas personas a una patrulla y trasladaron el vehículo a un parqueadero en el Barrio Campo Hermoso y, v) el otro policía de apellido CALA fue la persona que le sustrajo al señor Gustavo Almeyda Rincón -sobrino- la plata que les quedaba. 

En el fallo referido también obran pruebas documentales que permitieron demostrar la responsabilidad del ahora demandante, las cuales son: 

Documentales:

· Oficio 1172 ESTPO CENTRO de 31 de julio de 2013
 suscrito por el MY. Abelardo Moreno Calderón al BG. José Ángel Mendoza Guzmán
, mediante el cual se dan a conocer los hechos que originan la investigación disciplinaria. 

· Libro de población del CAI Américas donde existe una anotación de 25 de julio de 2012 a las 3:30 p.m., en donde el PT. Saavedra hace entrega al señor Yesid Felipe García García de una camioneta Grand Vitara SZ/2000 de color plata y placas CWK394, la cual había prestado desde el día anterior a un señor Julián Gómez. 

· Fotocopia de la minuta de servicios para segundo y tercer turno del día 25 de julio de 2012 del CAI Centenario en donde el señor Patrullero SAAVEDRA VARGAS JUAN CARLOS figura como conductor del líder del cuadrante para los turnos en mención.

· Acta 014 CAI Centenario de fecha 7 de julio de 2012 sobre instrucción impartida al personal que integra el CAI Centenario sobre la cultura de la legalidad y cero tolerancia a todo tipo de corrupción la cual se encuentra debidamente firmada por el señor PT. SAAVEDRA VARGAS JUAN CARLOS.

· Fotocopias de los libros manejados en el CAI Campo Hermoso para el día 24 y 25 de julio de 2012 en donde no figura anotación relacionada con los hechos que nos ocupan.

· Fotocopias de los libros manejados en el CAI Campo Hermoso para el día 24, 25 y 26 de julio de 2012 en donde no figura anotación relacionada con los hechos que nos ocupan.

· CD que contiene las grabaciones radiales del canal norte y centro del día 25 de julio de 2012 desde las 14:30 a las 16:00 horas en donde no hay reporte alguno realizado con el caso materia de investigación.

· Oficio de 25 de abril de 2013 emanado por el señor SERJO PEREZ GUTIERREZ - Director Operativo del Centro Comercial Megamall Bucaramanga- mediante el cual indico que no existen grabaciones de vídeo del día 25 de julio de 2012 de ese centro comercial, ya que estas son borradas un mes después para la liberación de discos para el periodo siguiente. 

· Fotocopias de los libros manejados en el CAI Sotomayor para tercer turno del día 25 de julio de 2012 en donde se observa que el señor PT. CALA PEREZ JORGE JOVANNY prestó su servicio en esta jurisdicción en compañía del PT. IBAÑEZ MARTINEZ como patrulla denominada Sotomayor 7 en donde se observa los diferentes requerimientos prestados por estas unidades en su jurisdicción.

· CD que contiene imágenes de la cámara de seguridad ubicada en la carrera 22 con avenida quebrada seca en el horario de 14:47 horas hasta las 15:07 horas del día 25 de julio de 2012. 

· CD que contiene imágenes de la cámara de seguridad ubicada en la calle 45 con carrera 10 Occidente en el horario de 15:00 horas hasta las 15:19 horas del día 25 de julio de 2012.

· Acta de transcripción de las imágenes observadas en los CDS obrantes a folios 182 y 184.

· Correo electrónico de fecha 09 de diciembre de 2013 emanado del Grupo de Movilidad de la Policía Metropolitana de Bucaramanga mediante el cual certifican que el señor PT. SAAVEDRA VARGAS JUAN CARLOS tenía bajo su responsabilidad el vehículo policial de siglas 31-0200 desde el día 10 de octubre de 2011 al día 13 de febrero de 2013, anexándose la respectiva acta de asignación. 

· Oficio 0494466 SIJIN UIPAD de fecha 17 de diciembre de 2013 en el cual se indica que el PT. SAAVEDRA VARGAS JUAN CARLOS, está siendo investigado por la fiscalía 20 Seccional de Administración Pública de Bucaramanga, igualmente se certifica que la camioneta Gran Vitara de placas CWK-394 no registra antecedentes, así mismo se indica que el señor CRISTIAN MAURICIO RODRIGUEZ DUARTE tenía asignado dicho automotor para la fecha de los hechos. 

· Oficio 237 de fecha 23 de diciembre de 2013 emanado de la Fiscalía Veinte Seccional de Bucaramanga en la cual se indica que no pueden remitir copias de lo allí actuado en contra del señor PT. SAAVEDRA VARGAS JUAN CARLOS teniendo en cuenta que no se ha realizado audiencia de formulación de acusación”.

Del anterior material se observa el Oficio 1172 ESTPO CENTRO de 31 de julio de 2013 suscrito por el MY. Abelardo Moreno Calderón al BG. José Ángel Mendoza Guzmán mediante el cual se dan a conocer los hechos que originan la investigación disciplinaria y el libro de población del CAI Américas en el cual existe una anotación de fecha 25 de julio de 2012 a las 3:30 p.m., donde el PT. SAAVEDRA hace entrega al señor Yesid Felipe García García de una camioneta Grand Vitara SZ/2000 de color plata y placas CWK394, la cual le había prestado desde el día anterior a un amigo. 

Así las cosas, la Sala considera que no se configura el cargo respecto de la falsa motivación por indebida valoración probatoria, ya que las pruebas que hicieron parte del acervo, y que fueron analizadas y valoradas de manera integral por el operador disciplinario, dan la certeza de la ocurrencia de los hechos y más aún de la comisión de la conducta sancionada por parte del ahora demandante. 

Finalmente, se concluye que tras el análisis de todo el material probatorio allegado al expediente, así como de las circunstancias de tiempo, modo y lugar de los hechos ocurridos el 25 de julio de 2012 y de acuerdo a las reglas de la sana crítica, no observa la Sala la configuración de éste cargo de apelación presentado por el recurrente, motivo por el cual no prosperará. 

2.1.3. RESOLUCIÓN DEL TERCER PROBLEMA JURÍDICO RELACIONADO CON LA CULPABILIDAD.
Para resolver el tercer problema jurídico planteado, es necesario establecer: 1) el marco jurídico de la culpabilidad en materia disciplinaria, para luego analizar, 2) el asunto en concreto.

2.1.3.1. Marco jurídico de la culpabilidad. 

Sobre el tema de la culpabilidad, cabe anotar que en materia disciplinaria está proscrita toda forma de responsabilidad objetiva y las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa, tal como lo establece el artículo 13 de la Ley 734 de 2002
.

En su artículo 42 ha señalado la existencia de una clasificación de las faltas tales como: i) gravísimas, ii) graves y, iii) leves; las cuales se diferencian debido a que las gravísimas se encuentran taxativamente señaladas en el artículo 48, y las restantes deberán ser aplicados los criterios establecidos en el artículo 43 del mismo código
. 

En el mismo sentido, la Sala Plena de la Corte Constitucional ha señalado en su jurisprudencia
 que el servidor público que cometa alguna infracción a sus deberes dando como consecuencia una falta disciplinaria solo podrá ser sancionado si ha procedido dolosa o culposamente:
“Si la razón de ser de la falta disciplinaria es la infracción de unos deberes, para que se configure violación por su incumplimiento, el servidor público infractor sólo puede ser sancionado si ha procedido dolosa o culposamente, pues el principio de la culpabilidad tiene aplicación no sólo para las conductas de carácter delictivo sino también en las demás expresiones del derecho sancionatorio, entre ellas el derecho disciplinario de los servidores públicos, toda vez que “el derecho disciplinario es una modalidad de derecho sancionatorio, por lo cual los principios de derecho penal se aplican mutatis mutandi en este campo pues la particular consagración de garantías sustanciales y procesales a favor de la persona investigada se realiza en aras del respeto de los derechos fundamentales del individuo en comento, y para controlar la potestad sancionadora del Estado”. 
Ahora respecto al régimen disciplinario de la Policía Nacional, la Ley 1015 de 2006 en su artículo 11° también ha establecido que queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva y las faltas serán sancionables únicamente a título de dolo o culpa.

En efecto las faltas también se encuentran divididas en: i) gravísimas, ii) graves y, iii) leves; todas taxativamente señaladas en la ley; pero además de las mencionadas también existen otras faltas
 que aunque son de menor gravedad también pueden acarrear procesos disciplinarios y por ende la respectiva sanción, tales como son: 
“Ley 1015 de 2006. Artículo 39. Clases de sanciones y sus límites. Para el personal uniformado escalafonado, se aplicarán las siguientes sanciones:

1. Para las faltas gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima Destitución e Inhabilidad General por un término entre diez (10) y veinte (20) años.

2. Para las faltas gravísimas realizadas con culpa grave o graves dolosas, Suspensión e Inhabilidad Especial entre seis (6) y doce (12) meses, sin derecho a remuneración.

3. Para las faltas graves realizadas con culpa gravísima, Suspensión e Inhabilidad Especial entre un (1) mes y ciento setenta y nueve (179) días, sin derecho a remuneración.

4. Para las faltas graves realizadas con culpa grave, o leves dolosas, multa entre diez (10) y ciento ochenta (180) días.

5. Para las faltas leves culposas, Amonestación Escrita.

Parágrafo. Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será grave cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del común imprime a sus actuaciones”.

Lo anterior se puede sintetizar en el siguiente cuadro que señala la calidad de la falta, si se realizó a título de dolo, culpa gravísima o grave respecto de la conducta desplegada por el sancionado. 
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2.1.3.2. Análisis del caso. 
El apelante señaló que el A Quo se limitó a establecer la responsabilidad disciplinaria en razón de la imputación a título de dolo de la falta gravísima consagrada en el numeral 4°, artículo 34 de la Ley 1015 de 2006
 y que por lo tanto, lo que correspondía era imponer la sanción de destitución e inhabilidad por el término de 10 años. 

Por el contrario, la entidad demandada consideró que el actor actúo con el ánimo de incurrir en la falta disciplinaria y de afectar el servicio, por lo que concluyó que el miembro de la policía actúo con dolo. 

Para determinar si le asiste o no razón a la entidad demandada, la Sala procedió a basarse en el material probatorio relacionado en los fallos acusados y allegado al expediente disciplinario, más exactamente en la queja y en los demás documentos expuestos en el cargo anterior, de los cuales observó que éstos coinciden con la situación presentada respecto de la actuación del uniformado en el parqueadero ubicado en el sitio denominado “Campo Hermoso”, así como también el libro de población del CAI Américas -en el cual el 25 de julio de 2012
 a las 3:30 p.m.- en el cual existe una anotación que demuestra que el sancionado hace entrega al señor Yesid Felipe García García de una camioneta Grand Vitara SZ/2000 de color plata y placas CWK394, así mismo obran fotocopias de los libros manejados en el CAI Campo Hermoso para el día 24, 25 y 26 de julio de 2012 en donde no figura anotación alguna relacionada con los hechos presentados. 

Por lo anterior, se encuentra que la conducta desplegada por el uniformado fue cometida a título de dolo, entendido como la actitud de la voluntad dirigida conscientemente a la realización de una conducta típica y antijurídica; toda vez que en éste concurren los elementos relacionados con el conocimiento y la motivación, es decir, el disciplinado siendo conocedor de que su accionar no se ajustaba a derecho, de manera volitiva continuó con el desarrollo de su conducta aun teniendo conocimiento de las consecuencias que la misma acarrearía. 

Así mismo, se observa que la falta cometida por el sancionado es gravísima, pues así lo prevé expresamente el numeral 4° del artículo 34 de la Ley 1015 de 2006, al haber solicitado y recibido directamente una suma de dinero con el fin de omitir el ejercicio de sus funciones, por ende se establece que su conducta constituyó un mal ejemplo para los demás integrantes de la Institución, y por ende como razón principal para imponer la sanción es que en el medio policial no se puede permitir a sus integrantes comportamientos no acordes con el buen funcionamiento de la Institución. 

Con base en esto, los fallos disciplinarios argumentaron que la conducta típica reprochada al ahora demandante, encuadra en lo señalado en el artículo 34 numeral 4° de la Ley 1015 de 2006, que a su tenor literal indica - Solicitar o recibir directa o indirectamente dádivas o cualquier otro beneficio, para sí o para un tercero, con el fin de ejecutar, omitir o extralimitarse en el ejercicio de sus funciones-, y obedece a una solicitud de dinero por parte de un policía a unos particulares, con el fin de no ejercer sus funciones tales como no reportar los hechos que acontecieron el día 25 de julio de 2012. 
Ahora, concluye la Sala que a diferencia de lo señalado por el apoderado del demandante, el sancionado sí cometió a título de dolo la falta gravísima consagrada en el artículo 34 numeral 4° de la Ley 1015 de 2006 por cuanto efectivamente tenía todo el ánimo de afectar el servicio policial e incurrir en la falta disciplinaria que le fue endilgada, por ende al haber actuado a título de dolo y no de culpa grave, la sanción justa fue la impuesta mediante los fallos acusados
, es decir, la destitución e inhabilidad general en el cargo de policía por el término de diez (10) años. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

III. FALLA

CONFIRMAR la sentencia de 2 de febrero de 2017 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Segunda - Subsección “B”, que negó las pretensiones de la demanda presentada por el señor Juan Carlos Saavedra Vargas contra la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de la sentencia. 

Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase. 
La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la presente sesión.

SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ

CARMELO PERDOMO CUÉTER
CÉSAR PALOMINO CORTÉS
Relatoría: AJSD/Lmr.
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� Folio 525 del cuaderno principal 1º.


� Ley 1437 de 2011, Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento: (…).


� Folios 462 al 471 del cuaderno principal 1º.


� Folios 337 al 362 del cuaderno principal 1º.


� “Artículo 138. Nulidad y restablecimiento del derecho. Toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior. (…)”.


� Folios 233 al 258 del cuaderno principal 1º.


� Folios 304 al 323 del cuaderno principal 1º.


� Folios 2 y 3 del cuaderno principal 1°.


� Que a la fecha va desde la separación del cargo desde mayo de 2014, para un total de nuevo (9) meses, salario básico $1.547.288, más prestaciones $827.379, para un total de $21.372.102.


� Sistema Jurídico de la Policía Nacional. 


� Folios 324 al 327 del cuaderno principal 1°. 


� Folios 8 al 10 del cuaderno principal 1°.


� En calidad de Comandante (E) Distrito de Policía de Bucaramanga. 


� Quien se desempeñaba como patrullero de la Policía Nacional, así como conductor del ST. Rodrigo Andrés Roa Culma. 


� Folios 13 al 17 del cuaderno principal 1°.


� Folios 98 al 103 del cuaderno principal 1°.


� Folios 233 al 258 del cuaderno principal 1°.


� “Artículo 34. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes 4. Solicitar o recibir directa o indirectamente dádivas o cualquier otro beneficio, para sí o para un tercero, con el fin de ejecutar, omitir o extralimitarse en el ejercicio de sus funciones.”.


� Folios 304 al 323 del cuaderno principal 1°.


� Folios 2 y 3 del cuaderno principal 1°.


� Folios 7 al 20 del cuaderno principal 1°.


� “Código Disciplinario Único”.


� “Por medio de la cual se expide el Régimen Disciplinario para la Policía Nacional”.


� Nótese que la falta de certeza por parte de la autoridad disciplinaria sobre si existía algún motivo para judicializar el vehículo, de plano desvirtúa el cargo imputado al no existir certeza sobre los hechos objeto de investigación y por ende los elementos que estructuran el cargo imputado, no están llamados a prosperar, pues no se le puede imputar al disciplinado con grado de certeza que solicitó directamente dádivas para sí con el fin de omitir el ejercicio de sus funciones, cuando no existe certeza sobre cuál era el motivo que obligaba al sancionado en dejar a disposición el vehículo, por lo tanto queda en duda la omisión en el ejercicio de sus funciones. 


� Artículo 142. Prueba para sancionar. No se podrá proferir fallo sancionatorio sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza sobre la existencia de la falta y de la responsabilidad del investigado.


� Folios 376 al 400 del cuaderno principal 1°. 


� En las providencias se plasmaron, un resumen de los hechos investigados, el análisis de las pruebas aportadas, la valoración jurídica de los cargos y de las normas presuntamente violadas, una valoración de los argumentos expuestos por el sancionado en los descargos, el análisis sobre la calificación de la falta y la determinación de la culpabilidad, la fundamentación de la graduación de la sanción y la calificación de la falta, todo lo anterior atendiendo los lineamientos trazados en la norma disciplinaria. 


� Por cuanto la Resolución 02660 del 7 de julio de 2014 firmada por el Director General de la Policía Nacional no era susceptible de control judicial.  


� Folios 462 al 471 del cuaderno principal 1°. 


� Sin condena en costas. 


� Mario Rincón Uribe y Gustavo Almeida Rincón. 


� Folios 481 al 487 del cuaderno principal 1°.


� Artículo 44. Clases de sanciones. El servidor público está sometido a las siguientes sanciones: (…) Parágrafo. Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será grave cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del común imprime a sus actuaciones.


� Folios 504 y 505 del cuaderno principal 1°.


� Folios 512 al 524 del cuaderno principal 1°.


� Sentencia C-013/01. Corte Constitucional. M.P.: Martha Victoria Sáchica Méndez. Fecha: 17 de enero de 2001. Ref: Expediente D-3132. 


� “Por medio de la cual se expide el Régimen Disciplinario para la Policía Nacional”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección "A". C.P.: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Fecha: 16 de febrero de 2012. Rad.: 11001-03-25-000-2009-00102-00(1454-09)





� El Jefe Oficina Control Disciplinario Interno MEBUC: i) el 6 de agosto de 2012 dio apertura a la indagación preliminar (Fls. 13-17 C.P.), ii) el 22 de febrero de 2013 dio apertura a la investigación disciplinaria (Fls. 98-103 C.P), iii) el 22 de abril de 2013 notificación personal del auto de apertura de la investigación disciplinaria (Fl. 128 C.P.), iv) el 18 de octubre de 2013 pliego de cargos (Fls. 199-220 C.P.), v) 3 de abril de 2014 fallo disciplinario de primera instancia (Fls. 233-258 C.P.), vi) 22 de mayo de 2014 fallo disciplinario de segunda instancia (304-323). 


� Artículo 162. Procedencia de la decisión de cargos. El funcionario de conocimiento formulará pliego de cargos cuando esté objetivamente demostrada la falta y exista prueba que comprometa la responsabilidad del investigado. Contra esta decisión no procede recurso alguno.


� Consejo de Estado, Sala Plena Contenciosa del Consejo de Estado. Consejero Ponente: Dr. William Hernández Gómez (E); Sentencia de 9 de agosto de 2016, Radicado 2011-00316-00, Demandante: Piedad Esneda Córdoba Ruíz.


� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “B”. Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez, sentencia de 6 de octubre de 2016, Radicación 2012-00681-00, Actor: Piedad Esneda Córdoba Ruiz. En esta sentencia la Subsección analizó el debido proceso desde las reglas del régimen probatorio disciplinario para establecer que este en su aspecto sustancial comprende tres componentes a saber 1) los elementos probatorios permitidos, 2) el régimen de análisis y 3) los niveles de certeza establecidos por el legislador, los cuales deben ser respetados por la autoridad disciplinaria al momento de realizar el análisis de la prueba, so pena de incurrir en indebida valoración probatoria. 


� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “B”. Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez, sentencia de 6 de octubre de 2016, Radicación 2012-00681-00, Actor: Piedad Esneda Córdoba Ruiz. 


� Corte constitucional, sentencia C-202 de 2005.


� El sistema de íntima convicción o de conciencia o de libre convicción, en el cual se exige únicamente una certeza moral en el juzgador y no se requiere una motivación de su decisión, es decir, no se requiere la expresión de las razones de ésta. Es el sistema que se aplica en la institución de los llamados jurados de conciencia o jueces de hecho en los procesos penales en algunos ordenamientos jurídicos o el sistema de la tarifa legal o prueba tasada, en el cual la ley establece específicamente el valor de las pruebas y el juzgador simplemente aplica lo dispuesto en ella, en ejercicio de una función que puede considerarse mecánica, de suerte que aquel casi no necesita razonar para ese efecto porque el legislador ya lo ha hecho por él. Este sistema requiere una motivación, que lógicamente consiste en la demostración de que el valor asignado por el juzgador a las pruebas guarda total conformidad con la voluntad del legislador.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, C.P.: Delio Gómez Leyva. Sentencia de 30 de enero de 1998, expediente 8661.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, C.P.: María Elena Giraldo Gómez. Sentencia de 10 de marzo de 2005, expediente 27946.





� Folios 233 al 258 del cuaderno principal 1°. A través del cual se le sancionó con destitución e inhabilidad general en el cargo de patrullero de la policía por el término de 10 años.  


� Comandante del Distrito de Bello (Antioquía).


� Comandante (E) Distrito de Policía de Bucaramanga. 


� Folios 8 al 10 del cuaderno principal 1°. 


� Comandante Policía Metropolitana de Bucaramanga. 


� “Artículo 13. Culpabilidad. En materia disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa”.


� “1. El grado de culpabilidad.


2. La naturaleza esencial del servicio.


3. El grado de perturbación del servicio.


4. La jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva institución.


5. La trascendencia social de la falta o el perjuicio causado.


6. Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se apreciarán teniendo en cuenta el cuidado empleado en su preparación, el nivel de aprovechamiento de la confianza depositada en el investigado o de la que se derive de la naturaleza del cargo o función, el grado de participación en la comisión de la falta, si fue inducido por un superior a cometerla, o si la cometió en estado de ofuscación originado en circunstancias o condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, debidamente comprobadas.


7. Los motivos determinantes del comportamiento.


8. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o servidores públicos.


9. La realización típica de una falta objetivamente gravísima cometida con culpa grave, será considerada falta grave. Numeral declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-124 de 2003”


� Sentencia C-155/02. M.P.: Clara Inés Vargas Hernández. Fecha: 5 de marzo de 2002. Referencia: Expediente. D-3680.


� Artículo 37. Otras faltas. Además de las definidas en los artículos anteriores, constituyen faltas disciplinarias la violación al régimen de inhabilidades e incompatibilidades, las prohibiciones, el abuso de los derechos o el incumplimiento de los deberes contemplados en la Constitución Política, los tratados públicos ratificados por el Gobierno colombiano, las leyes y los Actos Administrativos.


� Artículo 34. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes:


4. Solicitar o recibir directa o indirectamente dádivas o cualquier otro beneficio, para sí o para un tercero, con el fin de ejecutar, omitir o extralimitarse en el ejercicio de sus funciones.





� Fecha que ocurrieron los hechos.


� Fallos disciplinarios: Primera instancia del 3 de abril de 2014 (Folios 233 al 258 del cuaderno principal) y, Segunda instancia del 22 de mayo de 2014 (Folios 304 al 323 del cuaderno principal).





